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 DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 11245
26 de setiembre de 2007
DAGJ-1193-2007
M.Sc. 

Bárbara Holst Quirós 

Directora

CONSEJO NACIONAL DE REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN ESPECIAL

(CNREE)

Estimada señora:

Asunto:  Solicitud de criterio en torno a la posibilidad de pagar gastos de transporte a discapacitados, familiares y miembros del Comité de Información. 
No sin antes manifestarle nuestras disculpas por el atraso en la tramitación del presente oficio, se refiere este Despacho a sus atentos memoriales Nos. DE-227-06 y DE-272-06, por medio de los cuales el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (en adelante CNREE), nos formula varias consultas con respecto a la procedencia del pago de transporte a personas que no laboran para esa entidad.

En concreto, se nos requiere si: 

· “¿Es procedente el pago de transporte, particularmente de taxi y de servicios de contratación de autobús, a personas con discapacidad que participan en actividades organizadas por el CNREE y que revisten interés para la población con discapacidad en Costa Rica?

· ¿Es procedente el pago de transporte, particularmente de taxi, a miembros del Comité de Información y bajo que términos?

· ¿Se puede pagar el servicio de transporte a personas que no tengan ninguna discapacidad, pero que no tengan ninguna discapacidad, pero son familiares de personas con discapacidad, si la actividad es de interés para la institución?”

Criterio del Despacho: 

I.
Principio de igualdad y discapacida
Dispone el artículo 7 de la Declaración de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por nuestro país en el año 1948, que: 
“Artículo 7.- Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.”


Dicho enunciado relativo al principio de igualdad, es reiterado en los artículos 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -conocida como "Pacto de San José"-; 2 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 14 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
            Propiamente, con respecto al tema de la igualdad y la protección de las personas discapacitadas, nuestro país suscribió la "Convención Interamericana contra la Discriminación de Discapacitados", aprobada por la Asamblea Legislativa mediante Ley Nº 7948 del 22 de noviembre de 1999. 


En dicha Convención se plasmó el pleno reconocimiento y convicción de que las personas con discapacidad tienen los mismos derechos humanos y libertades fundamentales como personas que son; y que estos derechos, incluido el de no verse sometidos a discriminación fundamentada en la discapacidad, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano. 


Vemos que uno de los pilares fundamentales de nuestro Estado Social de Derecho, que forja la base sobre la cual se ensambla el aparato estatal, es el garantizarle a toda la población, con especial énfasis en las personas con discapacidad, la igualdad de oportunidades en ámbitos como la salud, la educación, el trabajo, la vida familiar, la recreación, los deportes, la cultura, entre otros. 


Dentro de nuestro ordenamiento jurídico, la búsqueda de esta igualdad goza de raigambre constitucional, al encontrarse regulado en el numeral 33 de nuestra Carta Magna, que consagra el derecho de toda persona a un trato igualitario, sin que se permita de ningún modo realizar diferencias o distinciones contrarias a la dignidad humana. A la letra, el artículo dispone: 

"Artículo 33.- Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana." 

De lo que viene dicho, es preciso resaltar que el mencionado principio de igualdad, consagrado en nuestra constitución, debe ser resguardado en todo momento por el operador jurídico, partiendo del hecho que todos debemos ser tratados de igual manera, sin preferencias ni beneficios a favor de unos y en detrimento de otros, evitando cualquier trato discriminatorio en perjuicio de la dignidad que es inherente a toda persona. 

Sobre el particular, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, como órgano encargado de ejercer el control de constitucionalidad, se ha pronunciado en varias ocasiones con relación a este principio, entre los que se puede destacar el Voto Nº 3369-96, de las 10:27 horas, del 5 de julio de 1996
, que en lo que interesa señala: 

“El principio de la igualdad es consubstancial al ser humano. Hoy la igualdad ante la ley es un derecho inmanente a la persona, propio de toda sociedad civilizada y bastión de todo orden jurídico. No hay libertad, no hay democracia, no hay justicia, si no hay igualdad ante la ley. Es un axioma universal, que ya nadie debate. Su desconocimiento -ante cualquier circunstancia- viola los principios de la libertad y de la equidad, del Derecho y del interés público.” 


Ahora bien, ese principio de igualdad cuyo reconocimiento a nivel constitucional y de tratados internacionales ha sido señalado, ha pretendido ser consolidado respecto de las personas que sufren de algún tipo de discapacidad mediante la emisión de una serie de leyes y disposiciones, de las que es preciso destacar la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, No. 7600, de 2 de mayo de 1996, cuyo artículo primero dispone que "se declara de interés público el desarrollo integral de la población con discapacidad, en iguales condiciones de calidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los habitantes". 


En lo conducente, nuestro Tribunal Constitucional, haciendo referencia a los alcances y aplicación de la supracitada ley, mediante el Voto Nº 2288-99 de las 11:06 horas del 26 de marzo de 1999, señaló: 

"(…) La Sala entiende que esta normativa tiene sustento fundamental en los artículos 33, 50, 51 y 67 de la Constitución Política, de manera que su dictado, más que un contenido meramente programático, implica la ejecución real de principios básicos para permitir el desarrollo moral, físico, intelectual y espiritual de las personas con discapacidad física. Es en realidad, la creación de un sistema de actualización y de promoción de las condiciones necesarias para que las personas con discapacidad alcancen su plena participación social (artículo 3 inciso a) de la Ley 7600) y por ello, el incumplimiento de sus disposiciones, implica una violación flagrante de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad y por ello el amparo debe estimarse. (…)" 


Resulta evidente el alto grado de interés público que reviste el bienestar y el desarrollo integral de la población con discapacidad, por lo que dentro de la normativa en cuestión, el propio legislador, dejó plasmado en el numeral 11 de la ley, la necesaria y relevante participación del núcleo familiar como un instrumento trascendental en la integración de las personas con discapacidad en la sociedad, siendo los miembros de ella, los primeros y principales facilitadores para su desarrollo en sociedad.


Así las cosas, queda claro que existe un convencimiento general y en concreto de nuestro país, de lograr una efectiva protección del derecho a la igualdad de oportunidades y la consecuente eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad propiciando, de esta manera, su plena integración en la sociedad. Si bien ese convencimiento en ocasiones ha sido difícil de llevar a la práctica, sí encuadra el marco normativo que está en la base de las inquietudes por ustedes formuladas.
II.-
Sobre el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. 

Mediante el artículo 1 de la Ley No.5347, Ley de Creación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, se determina que dicho Consejo fungirá como órgano rector en materia de discapacidad. De manera literal el numeral en comentario dispone:

“Artículo 1.- Créase el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, encargado de orientar la política general en materia de rehabilitación y Educación Especial, en coordinación con los Ministerios de Salubridad Pública, Educación Pública, Trabajo y Seguridad Social, así como la planificación, promoción, organización, creación y supervisión de programas y servicios de rehabilitación y educación especial para personas física o mentalmente disminuidas, en todos los sectores del país”. 


Visto lo anterior, la rectoría que compete al CNREE, en lo que a materia de discapacidad respecta, es confirmada por las funciones encomendadas a dicha institución en los incisos a) y b) del artículo 2 de su ley de creación, donde se le designa la función de: a) Servir de instrumento coordinador y asesor entre las organizaciones públicas y privadas que se ocupen de la rehabilitación y la educación especial; y, b) Coordinar un plan nacional de rehabilitación y educación especial que integre sus programas y servicios con los planes específicos de salud, educación y trabajo, evitando duplicaciones y utilizando los recursos económicos y humanos disponibles. 

En ese mismo sentido, la Procuraduría General de la República, mediante su dictamen C-205-98 de 7 de octubre de 1998, refiriéndose al Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, concluyó en lo que corresponde, lo siguiente:
“1.- Que el bienestar y el desarrollo integral de las personas con discapacidad, en igualdad de oportunidades que el resto de los habitantes, en ámbitos como salud, educación, trabajo, vida familiar, cultura y recreación, involucra un alto grado de interés público que obliga la intervención del Estado. 
2.- Que el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial es el órgano público rector de la política general en materia de discapacidad, encargado de planificar, coordinar y asesorar a todas las organizaciones y entidades públicas y privadas que desarrollen programas o presten servicios a la población con discapacidad. En tanto órgano rector en dicha materia, le corresponde también fiscalizar la labor que desarrollen las entidades dichas”.

En resumidas cuentas, el CNREE tiene como principales atribuciones, asignadas por varias leyes, las que se mencionan a continuación:

a) Es el órgano encargado de orientar la política general en materia de rehabilitación y educación especial (artículo 1, Ley No.5347) en coordinación con los de Ministerios de Salud Pública, Educación Pública, y Trabajo y Seguridad Social.

b) Fiscalizar la aplicación de la Ley No.7600, a efectos de garantizar el efectivo respeto de los derechos de la población con discapacidad.

c) Dirección, coordinación, supervisión e inspección, de que se ejecuten las acciones en materia de discapacitados, de manera tal que garanticen los derechos de la población con discapacidad.

Se deriva de lo anterior, que para la satisfacción del interés público que contienen las actividades desarrolladas por el CNREE y las demás organizaciones y entidades públicas y privadas que desarrollen programas o presten servicios a la población con discapacidad, es necesario que el Consejo se asegure que dichas actividades son accesibles para todos los discapacitados, accesibilidad para la cual se requiere garantizar que las personas discapacitadas puedan movilizarse para participar en las actividades por aquél organizadas.

III.- 
Sobre la posibilidad de sufragar los gastos de transporte de los miembros del Comité de Información.


Por medio del dictamen Nº C-255-98 del 26 de noviembre de 1998, la Procuraduría General de la República, desarrolló lo concerniente al comité constituido por los representantes de las organizaciones de las personas con discapacidad, dictaminando que:   
“Expresamente dispone el inciso c) del artículo 12 de la Ley 7600 de 02 de mayo de 1996 (Igualdad de oportunidad para las personas con discapacidad): 

"Organización de personas con discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad legalmente constituidas deben: (...) 

c) Disponer de recursos para reunir, reproducir, traducir y transmitir información ágil y oportuna sobre la discapacidad, con el fin de informar y asesorar a las instituciones, empresas y público en general sobre la eliminación de barreras, ayudas técnicas y servicios de apoyo. Para ello, se contará con un comité constituido por representantes de esas organizaciones. Los recursos para ese fin serán asignados por la institución pública y rectora en materia de discapacidad o por cualquier fuente de ingresos que proporcionen las entidades públicas o privadas. ". (El destacado es nuestro) 

Analizando el contenido material de esta norma se concluye en lo siguiente: 

1) Las organizaciones con discapacidad "deben disponer de recursos" para los fines de información allí consignados. 

2) Para los fines indicados, se contará con un Comité integrado por representantes de esas organizaciones. 

3) Los recursos serán asignados por el órgano rector en la materia que es el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, o por cualquier otra fuente de ingresos que proporcionen entidades públicas o privadas. Claramente se comprende que de su patrimonio, el órgano rector debe asignar recursos, en una proporción no definida por la ley, para que el Comité cumpla con sus fines. Pero podría acontecer que los recursos no sean asignados directamente del patrimonio del Consejo, sino que se originen en recursos provenientes de "otras entidades públicas o privadas" en cuyo caso el órgano rector los destinaría para los efectos indicados. 

El inciso c) del artículo 12 de la Ley 7600 no establece un patrimonio diferente al que administra el Consejo Nacional de Rehabilitación, ni tampoco le confiere personería jurídica al Comité para que reciba ingresos de las entidades allí mencionadas. 

Si la voluntad del legislador hubiese sido otra, habría establecido un patrimonio propio para las organizaciones de personas con discapacidad y habría dotado de personería jurídica al Comité que las representa. 

Es el Consejo Nacional de Rehabilitación el órgano competente para "recibir" cualquier tipo de ingreso (inciso a) del artículo 9 de la Ley 5347), y aprobar los presupuestos ordinarios y extraordinarios de conformidad con el inciso ch) del DE-12848-SPPS. Es en estos presupuestos donde podrán asignarse los recursos a que se refiere el inciso c) del ordinal 9 de la Ley 7600 y para los fines allí especificados. 

Debe recordarse que la fiscalización y liquidación de estos presupuestos está a cargo de la Contraloría General de la República ante la cual es responsable el Consejo Nacional de Rehabilitación. 

Si se desea una solución diferente a la establecida por el ordenamiento jurídico vigente, es necesaria una reforma al mismo. El reconocimiento legal que del Comité efectúa el inciso c) del artículo 12 de la Ley 7600 no es suficiente, por sí mismo, para tener por acreditada, sin norma expresa en este caso, la personería jurídica de ese órgano. (…)”


De lo expuesto por la Procuraduría General en el dictamen que nos incumbe, es claro que le corresponde al CNREE proporcionar los recursos necesarios al Comité de Información, a efectos de que dicho comité pueda cumplir con los deberes de reunir, reproducir, traducir y transmitir información ágil y oportuna sobre la discapacidad, que permita informar y asesorar a las instituciones, empresas y público en general sobre la eliminación de barreras, ayudas técnicas y servicios de apoyo, funciones que le han sido asignadas en la Ley No.7600.

En síntesis, éste órgano contralor estima que resulta procedente el pago de transporte para los miembros del Comité de Información, por parte del CNREE, para que los miembros de dicha representación desempeñen las labores que la ley le atribuye al comité.  
IV.- 
Sobre el pago de viáticos a personas discapacitadas, familiares y miembros del Comité de Información. 


Ahora bien, una vez dilucidado el interés público que revisten las actividades desarrolladas por el CNREE, y ante la eventual necesidad de sufragar el transporte tanto de las personas discapacitadas, de sus familiares y de los miembros del Comité de Información, debemos puntualizar el concepto bajo el cual se puede dar tal erogación.

En ese entendido, es menester precisar la diferencia existente entre el sufragar los servicios de transporte, con respecto al pago de viáticos, siendo que esta última incluye la cancelación de la alimentación y el hospedaje en que incurran los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.

Mediante el Oficio AJ 071-2006 del 10 de agosto del año anterior, la Asesoría Jurídica del CNREE, externa su criterio considerando que resulta procedente realizar el pago de los gastos de transporte a las personas discapacitadas y a los miembros del Comité de Información, –no así a los familiares de las personas discapacitadas-, señalando que el mismo se realizaría con base en la autorización especial que señala el artículo 53 del Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte.

A la luz del criterio vertido por dicha Asesoría Legal, conviene considerar la naturaleza especial que representa el pago de viáticos. En nuestro ordenamiento jurídico, el reconocimiento de gastos de viaje y transporte se encuentran regulados en la Ley No.3462 del 26 de noviembre de 1964 (Ley Reguladora de los Gastos de Viajes y Gastos por concepto de transportes para todos los funcionarios del Estado), y operan a favor de funcionarios del sector público que deban trasladarse o viajar en razón de sus funciones a lugares alejados de la sede o centro de trabajo al que ordinariamente asiste a cumplir sus deberes, dado que si debe desplazarse transitoriamente a otro lugar geográfico alejado (dentro o fuera del país) ello le acarrea incurrir en un gasto que por principio de justicia la Administración debe resarcir.

Asimismo, no se debe perder de vista el Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte (Reglamento de Viáticos), emitido por la Contraloría General de la República mediante resolución número 4-DI-AA-2001, de las 15:00 horas del 10 de mayo de 2001 (publicado a La Gaceta No.97 del 22 de mayo de 2001), que establece las disposiciones generales a que se encuentran supeditadas las erogaciones que por concepto de gastos de viaje y transporte realizan los funcionarios de la Administración Pública, cuando deben desplazarse dentro o fuera del país, en cumplimiento de sus funciones.


Huelga mencionar que mediante el artículo 2 del Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte, esta Contraloría General de la República definió el concepto de viáticos como “una suma destinada a la atención de gastos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, efectivamente realizados, que los entes públicos reconocen a sus servidores cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo con el fin de cumplir con las obligaciones de su cargo”. 


Doctrinariamente se considera que no toda retribución de dinero concedida por el empleador al trabajador puede estimarse como salario; dado que existen retribuciones que no tienen tal carácter salarial, sino que por el contrario, se trata de otros devengos extrasalariales, que tienen naturaleza indemnizatoria o de compensación de suplidos. En sentido similar, se estima que el viático no tiene una naturaleza típicamente salarial, al constituirse como una simple compensación de los gastos en que ha incurrido el trabajador, que a su vez carece de las características de reiteración y regularidad en la entrega, de las que si disfruta lo que conocemos típicamente como salario
.

Dentro de esos términos, en virtud de la anteriormente mencionada Ley No.3462 y su Reglamento, se puede confirmar que el pago de viáticos dentro del país procede cuando algún funcionario o empleado del Estado, de sus instituciones y las empresas públicas deben desplazarse ya sea fuera de la jurisdicción del Área Metropolitana de San José, o el área que corresponde a la de los cantones que señala el numeral 65 de la Ley No.4240 de 30 de noviembre de 1968, a fin de realizar labores atinentes al cargo que ocupan, incurriéndose con ello, en gastos de viaje, transporte y/o hospedaje.

Asimismo, con respecto a la procedencia del pago de viáticos, conviene hacer hincapié en cuanto a otros presupuestos fundamentales para la validación de dicho pago, contenidos en la legislación ateniente a la materia, y que se pueden resumir como los siguientes: 

a) El ejercicio de un cargo remunerado, continúo y efectivo en las dependencias e instituciones del Estado, así como en las empresas públicas o estatales.

b) Que exista una relación efectiva entre el motivo del viaje y la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario. 


Por otra parte, con respecto al mencionado Reglamento de Viáticos, en razón del ordinal 3 de dicho cuerpo normativo, los funcionarios que resultarían cubiertos son aquellos que formen parte de la propia administración, aspecto que se amplia de conformidad con el ordinal 4, donde se vislumbran las excepciones a tal regla, dentro de las que se encuentra en el inciso d), la posibilidad para cubrir gastos de funcionarios públicos que prestan sus servicios en beneficio de un ente distinto del que paga su salario, para lo cual es requerido un convenio previo al respecto, y que implique la cesión de tales funcionarios.


En particular, en cuanto a la situación que nos atañe, resulta necesario analizar si la misma pudiere estar comprendido dentro de las autorizaciones especiales en los términos en que se refiere el numeral 53 del Reglamento, toda vez que la cobertura de gastos de viaje a personas que no son funcionarios, no resulta considerada específicamente en el texto del Reglamento de marras, que en lo pertinente señala: 

“Artículo 53. – Autorizaciones especiales.  Las situaciones excepcionales que se presenten, podrán someterse a consideración del Contralor o Subcontralor Generales de la República, con el propósito de que ellos acuerden dar o no autorizaciones especiales sobre cualquier aspecto no contemplado en este Reglamento, si tales situaciones cumplen con los siguientes requisitos: / a) Que la solicitud se haga previamente a la realización del viaje. / b) Que la actividad sujeta a autorización no contravenga el orden jurídico vigente. / c) Que la realización de la actividad sea conveniente al interés público. / d)  Que se trate de una situación que ocurre en forma esporádica o imprevista / e) Que la solicitud sea hecha a instancia de la autoridad superior del ente público respectivo.”


Propiamente en el asunto bajo estudio, según se indica, de presentarse una solicitud como la prescrita por la norma, ésta tiene que cumplir con ciertos requisitos básicos para que éste órgano contralor proceda a otorgar la autorización de marras, requisitos a los que aludimos a continuación: 

a) La autorización debe de realizarse de manera previa a la realización del viaje.

b) Debe de mencionar que se trata de una situación esporádica y especial.

c) La petición se ha de realizar por parte del superior jerárquico del órgano.

d) Es indispensable que dentro de la misma se justifique la necesidad y el beneficio que va traer al interés público el sufragar los gastos en que incurran las personas cuyo transporte se necesita sufragar.

e) Por último, se analizará que la petición que se realice no contravenga el ordenamiento jurídico vigente. 


De manera tal, que de cumplirse con todos los requisitos expuestos, no existiría razón por la que se pueda rechazar la autorización que se solicita. No obstante, en el presente caso, a la luz del principio de legalidad, se entiende que no es procedente el pago de viáticos a personas que no son funcionarios públicos, bajo ningún supuesto, puesto que no existe norma habilitante que permita bajo los criterios expuestos, realizar una asignación económica como la que se pretende. 

Lo anterior, cobra vital importancia tratándose del accionar de la Administración Pública, que como es sabido debe encaminarse bajo la luz del principio de legalidad, que resulta ser una pieza fundamental en un Estado de Derecho, por cuanto define y limita el ámbito de actuación de la Administración. Al respecto, resulta apropiado citar lo dicho por la doctrina: 

“Con fundamento en este principio, la actividad del poder público está sometida al ordenamiento jurídico en doble sentido: la actividad estatal debe estar previamente autorizada por el ordenamiento jurídico para que sea válida y legítima, lo que significa que ese ordenamiento es el límite máximo y la mejor garantía social contra la arbitrariedad. En síntesis actuar contra ese ordenamiento es no actuar conforme a él.” 
 Por consiguiente, las atribuciones que han sido asignadas por el Ordenamiento Jurídico a cada ente, delimitan y enmarcan su competencia. En el mismo orden de ideas, el artículo 129 de la Ley General de la Administración Pública preceptúa que el acto administrativo debe dictarse por el órgano competente, tornándose la competencia en requisito fundamental y habilitante para el actuar. 


De manera tal, que a efectos de dar un criterio favorable en torno a una asignación de recursos como la que se pretende en la presente gestión, debe existir una norma expresa dentro de nuestro ordenamiento jurídico que faculte la realización de dicha erogación. Por ende, ante la inexistencia de tal norma, el sufragar los gastos de las personas discapacitadas, sus familiares y los miembros del Comité de Información, por concepto de viáticos, sería improcedente, por transgredir el ordenamiento, constituyéndose en un pago ilegal.  


Consecuentemente, desde una perspectiva negativa, la Administración no puede legítimamente realizar aquellos actos que no le estén autorizados; pues no sería factible para la Administración proceder a otorgar concesiones o derechos a quien se los demande o reclame si no tiene soporte jurídico para hacerlo. 

V.- 
Sobre la posibilidad de presupuestar el pago de transporte a personas discapacitadas, familiares y miembros del Comité de Información, bajo un concepto distinto al de viáticos. 


 En lo que a materia presupuestaria respecta, de conformidad con lo que establecen tanto el numeral 37 de la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Ley No.8131 del 18 de setiembre de 2001, como los artículos 41 y 42 inciso, b) de su reglamento, identificamos el marco jurídico para la definición y aplicación del “Clasificador por objeto del gasto a todo el Sector Público”, mismo que se entiende formado por la Administración Central, integrada a su vez por el Poder Ejecutivo y sus dependencias; los Poderes Legislativo y Judicial, El Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y órganos auxiliares, la Administración Descentralizada,  Empresas Públicas del Estado y las Municipalidades.

Entre los principales objetivos que persigue el “Clasificador por objeto del gasto a todo el Sector Público”, se encuentra el de favorecer el cumplimiento de los principios presupuestarios de especialidad cuantitativa y cualitativa, al identificar con claridad los bienes y servicios adquiridos y las transferencias que se realizan, necesarios para alcanzar los objetivos y metas establecidos en los planes institucionales.

Ahora bien, vemos que en el “Clasificador por objeto del gasto a todo el Sector Público”, la clasificación parte de tres niveles de desagregación denominados partidas, grupos y subpartidas cuyos componentes principales son el código de la cuenta, el nombre y la descripción de su contenido. Dentro del clasificador, en la partida referente a los Servicios, se encuentra el grupo titulado Gastos de Viaje y de Transporte
, mismo en el que se contempla la subpartida denominada Viáticos dentro del país, que en lo que interesan señalan: 

“1.05     GASTOS DE VIAJE Y DE TRANSPORTE

Considera los gastos por cobertura de las necesidades diarias que requieren los funcionarios y otras personas según la legislación, cuando se desplazan dentro o fuera del país, para cumplir con los objetivos institucionales.  

Comprende gastos tales como alimentación, hospedaje, pasajes y transporte de personas.  Se excluye el traslado de animales y objetos dentro del territorio nacional, los que se clasifican en la subpartida 1.03.04 “Transporte de bienes”.

 (…) 

1.05.01     Transporte dentro del país

Contempla los gastos por concepto de servicio de traslado que las instituciones  públicas reconocen a sus servidores cuando estos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo a algún lugar del territorio nacional, con el propósito de cumplir con las funciones de su cargo o las señaladas en convenios suscritos entre la institución y el beneficiario del transporte.  Considera además, el traslado de personas ajenas a la entidad, como estudiantes, enfermos, indigentes, participantes de seminarios, asesores internacionales y otros, de acuerdo con la legislación vigente. (El subrayado no pertenece al original).
En observancia a lo expuesto, podemos concluir que dentro del grupo de Transporte dentro del país se tiene prevista no solo la posibilidad de que la Administración cubra los gastos por concepto de traslado en que incurran los servidores de las instituciones, sino que se incluye la posibilidad de que la Administración cubra el traslado de personas ajenas a la entidad, como estudiantes, enfermos, indigentes, participantes de seminarios, asesores internacionales y otros, de acuerdo con la legislación vigente, cuando dicho traslado se efectúe con el fin de cumplir los objetivos institucionales.

Así las cosas, si bien no es posible reconocer los llamados viáticos a personas ajenas a la Administración, bien podrían ser reconocidos los traslados que requiere el Consejo, para lo cual deberá de utilizar la partida presupuestaria correspondiente y realizar los ajustes que sus procedimientos internos requieran.

Consecuentemente, a efectos de cumplir con el interés público que reviste el facilitar el transporte a las personas discapacitadas y a sus familiares, para que asistan a las actividades que programe el CNREE, cuando así sea necesario, es vital hacer hincapié en que el CNREE debe ser el encargado de contratar directamente el medio de transporte que se determine necesario utilizar y por lo tanto no podría sufragarse el gasto de servicios de transporte contratados directamente por los discapacitados o por sus familiares. Lo anterior, con el objeto de que el propio CNREE ejerza el control necesario sobre las erogaciones en que se incurrirá con motivo de las facilidades que brinde.


Recuérdese que el reconocimiento del transporte no necesariamente se debe circunscribir exclusivamente a las personas discapacitadas. Lo anterior, tomando en cuenta el artículo 11 de la Ley No.7600, donde el legislador exterioriza la trascendencia del núcleo familiar para que la persona con discapacidad desarrolle una vida digna y ejerza plenamente sus derechos y deberes. De manera tal, que siempre que se considere necesaria la participación de miembros familiares de las personas discapacitadas, dentro de las actividades que realiza el CNREE, es procedente que se les sufrague el transporte.
No está por demás dejar constando la necesidad de que el Consejo emita, en caso de no contar todavía con ella, una reglamentación en donde se regulen las facilidades que puede otorgar, los posibles sujetos benefiados, el tipo de actividades para las cuales se brindará el servicio de transporte, el procedimiento interno para hacerlo posible, etc., todo lo cual brindará mayor transparencia a la gestión tan importante que compete a esa entidad.


De esa forma, dejamos evacuada su gestión.


Atentamente,

Lic. Manuel Martínez Sequeira

                                       Alfredo Aguilar Arguedas

Gerente de División



                             Fiscalizador Asistente
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� En ese mismo sentido, se puede ver la Resolución Nº 2544, de las trece horas, cincuenta minutos del 1 de junio de 1994. 


� En términos similares, se puede observar la Sentencia Nº 615 de las diez horas veinte minutos del doce de octubre de dos mil uno, y la Sentencia Nº 330 de las quince horas diez minutos del cinco de mayo del año dos mil cuatro, ambas de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia.





� Rojas Franco, Enrique, La Jurisdicción Contencioso Administrativa de Costa Rica, Tomo I, San José, Imprenta Nacional, 1995, p. 32.


� Entendiendo siempre la diferencia existente entre el concepto de gastos de viaje y el de gastos de transporte, siendo que el primero resulta ser más amplio al incluir tanto el pago de alimentación como el de hospedaje.





